Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:38). 


Antes de comenzar con la consideración del orden del día, la comisión debe votar si autoriza 
el ingreso a sala de la asesora del señor senador Mieres, doctora Gari. 


(Se vota). 
—6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Ingresa a sala la doctora Gari). 
SEÑORA PAYSSÉ.- Quisiera saber si tenemos actualizados los artículos que nos faltan. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Los artículos ya fueron enviados a todos los señores senadores. 
(Ingresan a sala los representantes de la Fiscalía General de la Nación). 


Damos la bienvenida a la delegación de la Fiscalía General de la Nación encabezada por el 
fiscal de Corte y procurador general de la Nación, doctor Jorge Díaz; a la directora de la Unidad de 
Implementación del Sistema Penal Acusatorio, doctora Marquisá; a la fiscal adscripta de la Unidad de 
Implementación del Sistema Referido, doctora Adriana Sampayo; la directora de la Unidad de 
Cooperación Internacional, doctora Gabriela Aguirre; al director de comunicación, licenciado Javier 
Benech; y a la directora de la Unidad de Género, doctora Adriana González. 


Los hemos convocado para conocer la opinión de la Fiscalía General de la Nación en torno 
de los artículos desglosados del proyecto de ley. 


SEÑOR DÍAZ.- Como siempre, para nosotros es un honor y una satisfacción ser convocados por 
cualquier comisión de las cámaras porque, en definitiva, es una especie de rendición de cuentas 
directa ante la población. Aquellos que ejercemos responsabilidades que no son de designación 
popular y no están sometidas al escrutinio popular, con mucho gusto hacemos esa especie de 
rendición cuentas. 


Por lo que pudimos apreciar en este plazo tan breve de la convocatoria parecería ser que 
nos deberíamos pronunciar sobre algunos artículos desglosados que, en principio, podríamos sintetizar 
en necesidad de las instrucciones o directrices generales; composición y naturaleza del consejo 
consultivo; y algunos artículos que no son de menor importancia pero parecería que el nudo gordiano 
radica en los dos primeros ítems. 


Con respecto a las instrucciones generales, podemos ratificar in totum el planteo que se hizo 
en la primera oportunidad cuando la doctora Marquisá se refirió a ese tema. 


Pero no solamente lo vamos a ratificar, sino que pretendemos, en primer lugar, dar la fundamentación 
de la necesidad de las instrucciones generales, en segundo término, hacer una breve mención a las 
recomendaciones internacionales de organismos que Uruguay integra y que recomiendan la utilización 
de este instrumento y, en tercer lugar, hacer un paneo por el derecho comparado respecto de la 
regulación de otros países. Como veremos, la realidad es bastante monolítica a nivel internacional en 
lo que tiene que ver con este punto. 


En primer lugar, todos sabemos que el Uruguay acaba de aprobar un proceso penal 
acusatorio, adversarial, oral y público, que le exige a la Fiscalía transformarse en un organismo de 
persecución penal, tarea que no ha realizado nunca en la historia, si bien en el derecho comparado 
esto es lo habitual, los procesos acusatorios campean en todo el mundo y vamos quedando muy pocos 
países con resabios de procesos inquisitivos heredados de las leyes de Partidas de España. A tal 
punto esto es así, que en Uruguay en materia procesal penal no hay mayores novedades desde 1830, 
y aun de antes, hasta la fecha, porque el Código de Proceso Penal, que fue aprobado en plena 
dictadura militar en 1980 por un consejo de Estado absolutamente antidemocrático, representa una 
mejora para algunos y un retraso para otros de lo que era el viejo Código de Instrucción Criminal de 
1887 que, a su vez, era una copia de las leyes de Partidas españolas que rigieron, aun en el Uruguay 
independiente, hasta esa fecha. Es decir, no hay nada nuevo bajo el sol en el sistema inquisitivo 
uruguayo y este código viene a cambiar sustancialmente esa realidad, colocando al país en el siglo XXI 
y sacándolo del siglo XIX que es donde está en esta materia. 


Ahora bien, transformar una Fiscalía en un organismo de investigación y de persecución 
criminal implica que debe tener una organización, una estructura y un funcionamiento acordes a esa 
responsabilidad que debe asumir porque, de lo contrario, no lo va a poder hacer; eso debe quedar 
absolutamente claro desde ya. Digo esto porque hoy, más allá de la ley de servicios descentralizados 
que dio una nueva ubicación institucional a nuestra Fiscalía, su organización interna está dada por el 
decreto ley n.* 15365 —que también se hizo en la dictadura y con un consejo de Estado absolutamente 
antidemocrático—, que mejoró un poco viejas leyes anteriores. En realidad, la organización interna de la 
Fiscalía en este momento es del siglo XIX. Como veremos a continuación, todos los ministerios 
públicos y las fiscalías del mundo han evolucionado, han cambiado y se han transformado 
efectivamente en organismos de investigación y persecución criminal. Si nosotros pretendemos asumir 
esa función con esta estructura, vamos a tener problemas; eso hay que decirlo con toda franqueza y 
honestidad. 


¿Por qué es necesario que haya un organismo de persecución penal? Porque hasta ahora 
no lo hay. Hasta el momento, el sistema procesal penal colocó en cabeza de jueces absolutamente 
independientes la dirección de la investigación. Es decir que colocó en sujetos individuales la 
responsabilidad de investigar y de llevar adelante esa persecución penal. Si al pasar de un sistema 
inquisitivo a otro acusatorio lo único que hacemos es sustituir un juez por un fiscal que tiene la misma 
regulación, no va a cambiar absolutamente nada y, es más, va a empeorar. Y esto será así porque 
ahora esa investigación que desarrolla el juez en etapa de presumario es prueba y, como tal, se 
incorpora luego al proceso mediante un numeral que dicta el juez en el auto de procesamiento que dice 
«Téngase por formalmente incorporadas a la causa las presentes actuaciones presumariales con 
noticia» y de un plumazo introduce en el sumario toda la investigación presumarial. Ahora no, pues el 
fiscal deberá desarrollar su investigación, deberá colectar evidencia porque no es prueba y solamente 
lo será cuando se incorpore el juicio, y luego cuando tenga un caso deberá presentar una acusación. 
Ahora bien, ¿qué es lo que pasa hoy? Sucede que los jueces hacen investigaciones caso a caso. La 
independencia judicial —creo que dije estas mismas palabras la última vez que comparecí ante esta 
comisión- es un valor a la hora de juzgar, que es la función natural de un juez; yo diría que ese valor es 
sagrado para la democracia y se transforma en un disvalor cuando coloco en la cabeza de ese juez 
independiente la función de investigar. Ese juez no se puede sentar en una mesa con los demás 
jueces, o con la autoridad administrativa, para coordinar su labor, para distribuir sus funciones y para 
tratar de mezclar las investigaciones y elaborar una estrategia criminal, porque no es su función y 
porque su condición de juez absolutamente independiente se lo impide. Cualquier manual de políticas 
públicas que se consulte dice que una política pública de seguridad tiene cuatro acciones 
fundamentales: la prevención, la conjuración o represión de los hechos delictivos o violentos, la 
investigación criminal y la persecución penal. Si esas cuatro acciones no están armonizadas, pensadas 
y diseñadas estratégicamente, no tenemos una política pública de seguridad. Podemos tener una 
política pública de prevención, de represión, pero no de seguridad. Y si no tenemos un organismo de 
persecución penal distinto a la fuerza de seguridad, esta última termina transformándose en algo que 
no debe ser, porque la fuerza de seguridad es auxiliar en la tarea de investigar. Ahora bien, esa 
institución lleva adelante las investigaciones criminales caso a caso, por separado, sin investigar sobre 
las organizaciones criminales, sobre los mercados ilícitos o en la unidad de contexto. Al respecto, la 
Fiscalía me acaba de entregar los resultados de un trabajo que analiza los mercados lícitos e ilícitos de 
la compra y venta de automóviles y de autopartes. ¿Por qué? Porque entendemos que para reducir o 
eliminar el robo de automóviles hay que investigar el mercado ilícito que hay detrás. Si solamente 
investigamos el robo, que es lo que sucede hoy en día, al que agarramos es al «perejil» - 


perdónenme la expresión poco académica-—, al que comete el delito, pero mientras el mercado ilícito 
siga demandando automóviles y autopartes, se van a seguir robando. Incluso, va a ser peor, porque 
agarramos al primero, que tiene cierta experticia y lo metemos preso; luego va a venir otro con menos 
experticia. Si a ese también lo metemos preso, va a aparecer un tercero y, como no tiene experticia 
para robar, ¿saben qué va a hacer? Va a agregar violencia para asegurar un resultado. Esa es una 
realidad; eso pasa. 


Entonces, ¿cómo podemos combatir esto? ¿Investigando los hurtos? Sí, pero también 
tenemos que investigar los mercados ilícitos, que es lo que hoy no hacemos. Para ello necesitamos 
tener una política criminal y programas metodológicos de investigación que hoy no tenemos, y no lo 
vamos a poder tener con el estatuto de fiscales actual, porque cada quien va a hacer lo que le parezca. 
Esa es la realidad; no vamos a salir del caso a caso; no vamos a poder hacer investigaciones de 
contexto, no vamos a establecer criterios de priorización. ¿Qué significa priorizar? Dar prioridad a 
aquellos asuntos que tienen mayor gravedad e impacto. Hoy no se prioriza; hoy trabajamos bajo el 
paradigma de que perseguimos todos los delitos al mismo tiempo, con las mismas ganas, con la misma 
fuerza y con los mismos recursos. Eso es mentira; eso es una utopía, y bajo esa utopía hemos estado 
funcionando hasta ahora. ¿Por qué? Porque se prioriza. Primero lo hacen los operadores del sistema 
de justicia, que bajo la consigna de una no priorización hacen una priorización negativa. Si tengo 
volúmenes de trabajo que me van a llevar mucho tiempo, lo primero que hago es resolver lo más fácil y 
no lo más importante o más grave. ¿Saben cuándo quedó demostrado eso? En el caso de Rivera. Fue 
un caso de abuso sexual denunciado un 9 de enero, que se sube al juez el 11 de febrero. Pasa a la 
oficina actuaria, la que el 31 de marzo hace las citaciones. Se empieza a citar en mayo y se termina en 
agosto del año siguiente. Es decir que se demoró un año y medio en un caso de abuso sexual. ¿Saben 
cuántos casos de delito contra la propiedad se realizaron en el medio? Cientos, porque el encargado 
de la investigación priorizó los delitos contra la propiedad y no este, que era más grave y generaba 
más impacto. 


Entonces, cuando decimos que no priorizamos hacemos una priorización negativa. Y criterios 
de priorización que sean obligatorios para todos los fiscales solamente se pueden realizar a través de 
instrucciones generales. 


Otro tema importante es el de los programas metodológicos de investigación. No podemos 
investigar en base al criterio de cada uno. Si los fiscales van a dirigir la tarea de investigación de la 
Policía, deben tener programas metodológicos, que se basan en criterios científicos y profesionales, y 
no en criterios intuitivos o, simple y sencillamente, en ausencia de criterios. Y eso se logra a través de 
las instrucciones generales. 


Entonces, debemos tener una institución que funcione como un organismo de investigación y 
persecución penal, y acá no estamos inventando nada. No es un invento del doctor Díaz ni del 
Uruguay; es lo que se usa en el mundo entero. Son los criterios de unidad de acción y jerarquía, y esos 
principios están en todos los estatutos de los ministerios públicos del mundo. 


¿Cómo se concretizan esos principios de unidad de acción y jerarquía? ¿Cómo se bajan a 
tierra? A través de instrucciones generales. 


Me tomé el trabajo —porque, entre otras cosas, es parte de mi función— de bajar algunos 
instrumentos internacionales respecto a las directrices y directivas para los fiscales. 


El VIIl Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente, celebrado en La Habana, en setiembre de 1990, estableció o aprobó las directrices para 
la función de los fiscales. En su artículo 17 dice: «En los países donde los fiscales estén investidos de 
facultades discrecionales, la ley, las normas o los reglamentos publicados proporcionarán directrices 
para promover la equidad y coherencia de los criterios que se adopten al tomar decisiones en el 
proceso de acusación, incluido el ejercicio de la acción o la renuncia al enjuiciamiento». 


La resolución n.*19 del Consejo de Europa —no voy a leerla porque es muy extensa, pero los 
señores senadores la pueden encontrar fácilmente— sobre el papel del Ministerio Público en el sistema 


de justicia penal establece lo mismo para todos los países europeos. Las recomendaciones del Comité 
de la Cedaw al Estado uruguayo, de agosto de este año, en una traducción no oficial porque todavía 
está el documento en inglés, establece en el numeral 19), literal c): diseñar una estrategia para 
simplificar los procesamiento penales para el enjuiciamiento de la violencia basada en género como 
una cuestión de prioridad y establecer plazos razonables para fundamentar casos de violencia de 
género, para juzgar a los responsables y proporcionar directrices para los fiscales y agentes de la 
Policía en materia de género, técnicas de investigación sensibles y el uso adecuado de los testimonios 
de las mujeres en los casos de violencia contra las mujeres y las niñas. Esto es en materia de 
instrumentos internacionales. 


En el derecho comparado, por ejemplo en Alemania, la ley orgánica de los tribunales —cuya 
redacción original es de 27 de enero de 1877, a fines del siglo XIX— ha sufrido algunas modificaciones. 
Su artículo 97 señala que los miembros del Ministerio Público están obligados a acatar a las órdenes 
de sus superiores jerárquicos y del ministro de Justicia. Por su parte, el artículo 145 dice que los 
órganos superiores están facultados para dictar instrucciones a los inferiores. Finalmente, el artículo 
146 establece que los miembros del Ministerio Fiscal deben obedecer las órdenes dispuestas por sus 
superiores jerárquicos. 


Si miramos el ejemplo de Francia tenemos la Ley n.* 20013-669/2013  —la última reforma 
del Código Procesal Penal-, que también en una traducción no oficial su artículo 30 expresa: El 
ministro de Justicia conduce la política penal determinada por el Gobierno, él vela por su aplicación 
coherente en todo el territorio de la república. Para este fin dirige a los miembros del Ministerio Público 
instrucciones generales. No puede dirigir ninguna instrucción en asuntos particulares —-que es lo que 
dice el proyecto que los señores senadores tienen a estudio—. Cada año publica un informe relativo a la 
aplicación de la política penal determinada por el Gobierno, etcétera, etcétera. Mientras tanto, el 
artículo 35 reza: El procurador general vela por la aplicación de la ley penal en toda su extensión en la 
instancia de la Corte de Apelación, y el buen funcionamiento de los equipos fiscales en su 
competencia. Precisa y en su caso adapta las instrucciones generales del Ministerio de Justicia al 
contexto de su propia competencia, procede a la evaluación de su aplicación por parte de los 
procuradores de la república. 


También podemos citar el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, año 2011, de España. El 
artículo 22 establece: El Ministerio Fiscal es único en todo el territorio del Estado. El Fiscal General de 
Estado ostenta la Jefatura Superior del Ministerio Fiscal y su representación en todo el territorio 
español. A él corresponde impartir las órdenes e instrucciones convenientes al servicio del orden 
interno de la institución y en general a la Dirección e Inspección del Ministerio. El Fiscal General del 
Estado podrá delegar en la sala, etcétera, etcétera. A su vez, el artículo 25 dispone que el Fiscal 
General del Estado podrá impartir en sus subordinados las órdenes, instrucciones convenientes al 
servicio en el ejercicio de sus funciones tanto en carácter general —-en España no hay independencia 
técnica— como en los asuntos específicos. 


Si los señores senadores se toman la molestia es muy fácil encontrarlo. Se debe ingresar a 
la página de la Fiscalía General del Estado en España y allí hay un capítulo que dice que se dictan 
instrucciones, circulares y consultas. Allí están, año a año, con un índice temático, todas las 
instrucciones que el Fiscal General del Estado dictó en el correr de ese año. Es más, traje -porque me 
pidieron en forma extraoficial- ejemplos de instrucciones. Estas son las circulares, instrucciones y 
consultas de la Fiscalía General del Estado de 2006; hay una por año desde 1883. 


Las dejo en manos de la presidencia de la comisión. 


En Portugal, la Ley n.* 9/2011 dice que es competencia de la Procuraduría General de la 
República —artículo 10, literal c)- dirigir, coordinar y fiscalizar la actividad del Ministerio Público y emitir 
las directivas, órdenes e instrucciones a las que debe obedecer la actuación de los magistrados del 
Ministerio Público en el ejercicio de sus respectivas funciones. 


En México, la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de México, 
Decreto n.? 273 de fecha 17 de diciembre de 2008, en su artículo 42 dice: «FACULTADES DEL 


PROCURADOR. El Procurador, como titular de la Institución, posee todas las atribuciones que éste y 
los demás ordenamientos jurídicos confieren al Ministerio Público. A él corresponde: 


A. Como Jefe del Ministerio Público, Titular y Representante de la Procuraduría: (...). 


Dar a los funcionarios y empleados de la Procuraduría, las instrucciones generales o 
especiales que estime convenientes para el cumplimiento de sus deberes y para la homologación de 
criterios y de acciones». 


En Chile, la Ley n.* 19640, de 15 de octubre de 1999, en su artículo 17 establece: 
«Corresponderá al Fiscal Nacional: 


a) Fijar (...) los criterios de actuación del Ministerio Público para el cumplimiento de los 
objetivos establecidos en la Constitución y en las leyes». 


Luego, en el artículo 18, hay una facultad de avocación que tiene el fiscal nacional de Chile, 
que es extraordinaria y que no está propuesta en este proyecto. Concretamente, el fiscal nacional de 
Chile puede avocarse al conocimiento de cualquier asunto, sustituir al fiscal que tenga la causa y 
asumirla él. 


En Argentina está la Ley n.* 27148, de 10 de junio de 2015. En realidad, esta es una ley que 
sustituye otra ley de la década de 1990, de la época de Menem, que ya decía más o menos lo mismo. 
En este caso, en el artículo 12 se establece: «Funciones y atribuciones. Las funciones y atribuciones 
del Procurador General de la Nación son: 


a) Diseñar y fijar la política general del Ministerio Público Fiscal de la Nación y, en particular, la 
política de persecución penal que permita el ejercicio eficaz de la acción penal pública. (...) 


h) Impartir instrucciones de carácter general, que permitan el mejor desenvolvimiento del 
servicio, optimizando los resultados de la gestión con observancia de los principios que rigen el 
funcionamiento del Ministerio Público Fiscal de la Nación». 


En Colombia, el nuevo Código del Proceso Penal, Ley n.* 9906, de 2004, establece, entre las 
atribuciones especiales del fiscal general de la nación, la siguiente: «Determinar el criterio y la posición 
que la Fiscalía General de la Nación deba asumir en virtud de los principios de unidad de gestión y 
jerarquía, sin perjuicio de la autonomía de los fiscales delegados en los términos y condiciones fijados 
por la ley». 


Están también los casos de Paraguay, Venezuela, Guatemala; podríamos seguir hasta el 
infinito. 


Es decir que lo que está propuesto en el proyecto no es un invento uruguayo. Lo que está 
propuesto en el proyecto es transformar esta vieja institución, cuya organización está todavía en el 
siglo XIX, para colocarla en el siglo XXl y permitirle ser un organismo de persecución penal. 


Se me habían pedido, en forma extraoficial, algunos ejemplos. Acabo de entregar un libro 
entero, que es correspondiente a un año, pero en internet se encuentran los de todos los años y en la 
página de la Fiscalía General de España se encuentran prácticamente todas las circulares por un 
orden temático. 


Pero para no quedarnos solo con España, traje la Directiva n.* 1 de la Fiscalía General de 
Colombia, que se conoce como «la directiva de directivas», en donde hay toda una serie de 
definiciones, conceptos de qué es una directiva, cómo debe interpretarse, etcétera. Y me tomé el 
atrevimiento de traer la Directiva n.* 2, que para nosotros es muy importante, porque habla de criterios 
de priorización de las investigaciones en función de gravedad e impacto. 


Tenemos también directivas de la Fiscalía Nacional de Chile. Tomamos dos al azar, que 
bajamos de internet, porque son públicas; cualquier persona puede acceder a ellas. Una de ellas 
refiere a los criterios de actuación en los delitos económicos y la otra es una instrucción general que 
imparte criterios de actuación en el caso de los delitos sexuales. 


Estos son algunos ejemplos pero, reitero, es muy fácil acceder a las directivas, por lo menos a 
las de España, Colombia y Chile. Probablemente, si buscamos, podemos acceder también a las de 
otros países. 


En el caso de Uruguay, donde no hay directivas generales porque no puede haberlas, trajimos 
y entregamos a los señores senadores los protocolos de actuación que elaboramos con el Ministerio 
del Interior, entre oficiales superiores de la policía y fiscales, para la investigación de los delitos. Uno de 
ellos es para la violencia basada en género, otro es para la investigación de los delitos, y también hay 
protocolos de actuación conjunta del Ministerio Público y la Policía Nacional en materia de 
procedimiento penal, donde hay un marco general y luego se desarrollan delitos contra la propiedad, 
contra la persona, etcétera. 


¿Cuál sería la idea de una instrucción general? Creo que la primera sería darle valor y fuerza 
de instrucción general a esos protocolos de actuación y a otros. Básicamente, lo primero que tenemos 
que aceptar es que debemos contar con programas metodológicos de investigación de delitos y estos 
solamente se logran a través de instrucciones generales que sean obligatorias para los fiscales, porque 
si se dejaran tal cual están hoy, es decir como una mera recomendación, no las va a cumplir nadie. Es 
más, ni siquiera se van a leer. 


Sobre la segunda parte de las instrucciones, que corresponde a los criterios de priorización, 
debemos decir que no es posible que cada fiscal decida por sí y ante sí la priorización de cuáles delitos 
investiga, cuáles no y cómo los investiga. Repito que no podemos partir del paradigma de que vamos a 
perseguir todos los delitos al mismo tiempo y con los mismos recursos, porque eso es una utopía. 
Vamos a perseguir todos los delitos que podamos, sin duda alguna, porque no estoy hablando de dejar 
delitos impunes ni de detenernos en el combate a la flagrancia, pero sí decimos que tenemos que ir 
más allá. Esto significa no quedarnos con el ladrón del auto, sino investigar los mercados ilícitos de 
robos de autos, y lo mismo aplica para los robos de celulares. En el caso de los autos hay dos 
ejemplos que me gustaría mencionar. En primer lugar, en el mes de abril, en Montevideo, 
concretamente en Pocitos, se robaron diez vehículos marcha Chevrolet de color gris, del mismo año y 
del mismo modelo. No hay que ser muy inteligente para darse cuenta de que había una demanda en el 
mercado ilícito de esos vehículos o de algunas de sus partes. ¿Saben lo que pasó? El señor ladrón 
vendió el producto en el mercado ilícito, alguien lo habrá comprado y hasta ahí todos felices; el 
propietario hizo la denuncia, el seguro pagó y la policía dejó asentado en su registro lo ocurrido y no 
pasó más nada. ¿Por qué sucede esto? Porque tenemos ínsito en nuestro ADN investigar el delito 
puntual y no procedemos a la investigación de los mercados ilícitos, que es algo sumamente 
importante. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


—El código aprobado establece —no recuerdo de memoria el artículo— que el Fiscal de Corte va 
a dar instrucciones a la policía sobre el programa metodológico y que el fiscal va a dar instrucciones 
particulares. Pero si el fiscal no puede dar instrucciones generales a los fiscales no vamos a tener 
criterio de priorización, ni programa metodológico, etcétera. 


Por último, quiero aclarar que no es mi deseo entrar en polémica, pero he leído algunas 
aseveraciones en cuanto a que acá está en juego la democracia y el Estado de Derecho, y que si esto 
se acepta, poco menos que se estaría vulnerando la república. La pregunta que me hago es la 
siguiente. ¿Alemania no es un Estado democrático? ¿Francia no es un Estado democrático? ¿España 


no es un Estado democrático? ¿Portugal no es un Estado democrático? ¿México no es un Estado 
democrático? ¿Colombia no es un Estado democrático? ¿Chile no es un Estado democrático? Acá no 
está en juego la democracia, sino la definición y el diseño de un modelo de funcionamiento y de cómo 
construimos un organismo de persecución penal. Eso es lo que está en juego. Al César lo que es del 
César. Acá no está en juego la institucionalidad democrática del país porque se den instrucciones 
generales a los fiscales; estaría en juego si se les dieran instrucciones a los jueces, pero jueces y 
fiscales no son lo mismo. 


En el material que nos remitieron hay una consulta que se ve que evacuó el doctor Risso a la 
Asociación de Magistrados Fiscales del Uruguay. Como la misma está dirigida al doctor Zubía, 
supongo que la asociación habrá contratado al doctor Risso como abogado para una consulta. El 
doctor Risso escribió un artículo en la Tribuna del Abogado, sin haber sido contratado para ello, que 
me voy a permitir citar. Aclaro que voy a citar el artículo y no la consulta. Allí, refiriéndose a este 
proyecto él dice que el proyecto se destaca por una calidad y una precisión técnicas poco frecuente en 
nuestros tiempos. Más adelante en el artículo agrega que es dentro de ese marco que deben 
analizarse las nuevas instrucciones generales que, por otra parte, son frecuentes en los demás países 
que cuentan con un sistema penal como el que comenzará a regir en 2017. Luego, refiriéndose al 
artículo 17 dice: «Esta disposición que, reitero, generó polémicas y dudas dentro del colegio, a mi 
juicio, resultaba bastante equilibrada entre el principio de legalidad y la independencia técnica 
distinguiendo lo general del caso concreto...» Y remata diciendo: «Se deberá dejar funcionar el 
sistema, que se fijen criterios, que se discutan y luego, sobre la marcha, se irán perfeccionando las 
pautas de actuación y los límites para las instrucciones generales. En definitiva, pienso que se trata de 
un instrumento nuevo en nuestro país que puede ser útil, aunque puede generar exceso y, como 
siempre, habrá que avanzar con optimismo y cuidado». 


Para redondear el tema de las instrucciones, puedo decir que lo que está propuesto en el 
proyecto —lo defiendo con pasión porque si bien este proyecto lo remitió el Poder Ejecutivo, fue creado 
en el consejo consultivo del Ministerio Público y remitido por nosotros a dicho Poder— es bastante tibio 
en comparación con los avances que hay en los Ministerios Públicos del resto del mundo. De alguna 
manera, en esa tibieza hemos tratado de respetar o rescatar la tradición jurídica uruguaya. Sin 
embargo, sin esta herramienta seguramente tendremos enormes dificultades. Esto sería con respecto 
de las instrucciones generales. 


Luego se habla del consejo consultivo. Cuando vinimos acá el consejo consultivo era asesor 
y, básicamente, tenía por finalidad atender temas de gestión como reglamentos de concursos, bases y 
tribunales de concursos, etcétera. Así fue creado el consejo consultivo asesor que hoy funciona dentro 
del Ministerio Público por creación del fiscal de Corte. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


Lo que veo ahora que está sobre la mesa es un consejo que ya no tiene esa función, que ya 
no es más asesor, sino que elabora y, además, elabora instrucciones generales. Es decir que desde 
aquella primera comparecencia hasta ahora corrió mucha agua bajo el puente. No sé qué es 
exactamente lo que los señores senadores quieren saber, pero supongo que tendrá que ver con la 
integración del consejo. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR PRESIDENTE.- En mi opinión, las explicaciones del señor fiscal de Corte han sido muy claras 
y abarcadoras. 


En cuanto a las dudas que tenía la comisión, debo decir que hemos avanzado y gran parte 
de lo que se ha aprobado ha sido por consenso. Estos temas, que son los que originaron la solicitud de 
comparecencia de las autoridades de la fiscalía, son sobre los que no hemos logrado consenso. Cabe 
agregar que así como hemos recibido en el día de hoy a la fiscalía haremos lo propio con la Asociación 
de Magistrados Fiscales del Uruguay —que solicitaron ser recibidos en virtud de que cambiaron sus 
autoridades—, a quienes decidimos darles audiencia después que hubiéramos avanzado en la 
consideración del proyecto de ley. 


Como dije antes, el señor fiscal ha sido muy claro, pues abarcó los temas que han generado 
matices o dudas. No obstante, quisiera plantearle una interrogante que me parece difícil porque, en 
realidad, le pregunto para que abogue por lo que cuestiona la otra parte. Concretamente, se sostiene 
que estos cambios podrían afectar la independencia técnica, pero, ¿en qué cree el señor fiscal que 
esto es así? No sé si el término es el más apropiado, pero, ¿cuál sería el riesgo, partiendo de la base 
de que es muy comprensible que, como se dice, acá se proponen cambios que modifican el sistema? 
Para quienes son defensores acérrimos del ADN del siglo XIX —reitero que la explicación del señor 
fiscal fue muy clara—, como el doctor Risso, que advierte sobre posibles excesos, en una respuesta que 
tendría que ser sumamente honesta —pues lo involucra directamente—, ¿cuál sería el riesgo que 
acarrea este cambio, aunque creo que a partir de que definimos hacerlo tendremos que ser 
absolutamente permeables y darle todos los instrumentos para que se pueda aplicar adecuadamente? 
No sé si fui claro. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Doctor Díaz: con toda su intervención y todo el material que usted ha arrimado a 
esta comisión, que tendremos que analizar, por lo menos a mí se me despejan algunas dudas 
razonables y sensatas en función de lo que usted bien dijo: entramos a algo totalmente distinto, 
novedoso, sobre lo cual todavía no tenemos un ejercicio práctico, sino que más bien estamos 
trabajando para que a partir de julio del año que viene esto marche lo mejor posible. En ese marco no 
sé si hacer estas preguntas, porque está relacionado con lo que usted habló fuera de la versión 
taquigráfica; entonces, no sé si mi pregunta, que tiene que ver con lo que usted dijo en esa 
oportunidad, también la dejamos de ese modo. 


Usted habló de política de Estado, y yo comparto. El tema es que no todo el mundo razona o 
interpreta las políticas de Estado de la misma manera. Usted plantea que el sistema político tiene que 
estar; si fuera así, si lo quisiéramos asimilar a las políticas de Estado, seguramente lo que costaría más 
interpretar sería cómo tendría que ser esa representación. ¿Me explico? Esa es una duda razonable 
del propio sistema político porque, por un lado, reitero, no todos interpretan igual las políticas de 
Estado. Yo seguí con mucha atención su razonamiento y puedo llegar a concluir que algunas 
propuestas en borrador sobre la eventual integración de ese consejo asesor —que yo tenía pensado— 
pueden llegar a ser inconvenientes. Puedo tratar de entender con mayor profundidad algunas 
argumentaciones que usted está planteando, incluso algunas pacíficas resignaciones —por decirlo de 
alguna manera— en cuanto a la no molestia de alguna cuestión, aunque no sea con un entusiasmo 
ferviente, pero me sigue quedando la responsabilidad, como legisladora, de no equivocarme en esto 
que para mí es muy importante. 


Y ahí, junto con esto, va lo otro, que es el otro tema que está sobre la mesa. Creo que el tema 
vinculado a todo lo que puede ser la cuestión administrativa y demás el artículo 47 lo lauda bastante. 
No sería mi problema. El problema tiene que ver, más que nada, con eso que todavía no está definido 
para nosotros, que son las famosas directrices generales en cuanto a que si este consejo, este ámbito, 
tiene que ser asesor o elaborador. Quiero tener la convicción y la responsabilidad de que cuando laude 
este tema, sea con todos los argumentos que fortalezcan lo que voy a hacer, y no que siga generando 
ciertas dudas razonables. Reitero que esto es algo novedoso para nuestro país. Por ahí es que va mi 
pregunta. 


Además, hay otra cosa. Con relación al tema de la república, la democracia, etcétera, para 
mí no está en juego en cuanto a las distintas opciones que se están manejando si ello se hace con una 


convicción política del propio sistema, que es lo que tenemos que tratar de incorporar ahora para que 
esto nazca con mucha fortaleza. Es eso. Sígame convenciendo. 


SEÑOR DÍAZ.- Haremos el esfuerzo. 


Si hay algo que tengo absolutamente claro es que la decisión de este tema le corresponde al 
sistema político. Insisto, lo tengo absolutamente claro, soy profundamente respetuoso de las 
instituciones democráticas y entiendo que este es un tema político que debe ser resuelto por el sistema 
político. Nosotros podemos empujar, impulsar, asesorar y manejar a nivel del derecho comparado e 
internacional las recomendaciones y los ejemplos, pero es una decisión del sistema político. Eso lo 
tengo absolutamente claro. 


En cuanto a la independencia técnica, creo que lo que hace el proyecto de ley es precisar 
una independencia técnica que hoy no está definida. El artículo 7.” especificamente dice: «Los fiscales 
gozarán de independencia técnica en el ejercicio de sus funciones, la que consiste en el derecho a no 
recibir órdenes ni recomendaciones, de parte de ningún jerarca de la institución ni autoridad ajena a la 
misma, para proceder de una determinada manera en el caso concreto». Entonces, el fiscal decidirá en 
el caso concreto, según su real saber y entender, si la conducta investigada es delictiva o no, y si los 
elementos de prueba o de convicción que están en juego son suficientes o no. Con este artículo se 
blinda absolutamente la posibilidad de que el fiscal o alguien le pueda decir a Fulanito de Tal 
«perseguilo porque no me gusta» o «no lo persigas porque me gusta»; creo que ese es el blindaje que 
debe tener el fiscal y esta norma lo garantiza absolutamente para el caso concreto. En ese sentido es 
totalmente independiente, pero no podemos engañarnos sobre lo siguiente. En el caso concreto, el 
fiscal va a aplicar los tratados internacionales, la Constitución y la ley, pero también las instrucciones 
generales. Estas instrucciones deben ser generales y su regulación establece la limitación de que 
nunca pueden hacer referencia a un caso concreto. Cuando uno lo estudia, funciona perfectamente — 
como decía el profesor Risso- separando lo general de lo particular, pero el riesgo que se puede 
correr —y es lo que alguno atisba— es que puede haber alguna instrucción general dirigida a un caso 
particular. Pienso que eso no resiste el menor análisis, porque por alguna razón se establece que las 
instrucciones generales se comunican al Parlamento Nacional y creo —a esta altura no lo recuerdo— 
que también al Poder Ejecutivo. ¿Qué quiere decir esto? Que la Asamblea General tiene el control y si 
el fiscal dicta una instrucción general que puede incidir en un caso particular, me traerán de las 
pestañas —perdóneseme la expresión— a exigirme explicaciones y estará bien que así sea. Creo que es 
muy fácil diferenciar cuando una instrucción general tiene incidencia en un caso particular, por lo que el 
temor es aventado por ese lado. Lo que debemos hacer es definir el criterio de independencia técnica, 
como se hace acá, y no estar en contra. Como hoy no está definido pasa lo siguiente: hay gente que 
entiende que como tiene independencia técnica puede ir a trabajar o no; que como tiene independencia 
técnica puede decidir qué horario hace; que como tiene independencia técnica puede decidir cuáles 
delitos investiga y cuáles no y en qué orden. Eso no es independencia técnica, sino otra cosa. 


Tengo aquí una nota —la traje porque la recibí hoy, pero voy a decir el pecado y no el 
pecador— de una fiscal departamental del interior donde me informa que una de sus fiscales adscriptas 
llega a las cuatro de la tarde. De todas las maneras posibles le ha dado instrucciones de que debe 
llegar a las 12:30 o 13:00 porque es cuando comienzan las audiencias, y la respuesta que recibe es 
que como tiene independencia técnica puede manejar su horario. Insisto, eso no es independencia 
técnica; no sé si soy claro en lo que estoy diciendo. Decidir si voy o no a una audiencia no es un criterio 
de independencia técnica, sino de cumplimiento de la función. Lo que claramente hace esta norma es 
definir la independencia técnica, ofrece un resguardo al fiscal y es muy tibia al lado de lo que pasa en 
otros ordenamientos jurídicos. Acabamos de ver la de Chile, donde el fiscal nacional se avoca él y 
entiende él en el caso. En Francia y en Alemania reciben instrucciones del ministro de Justicia. Sin 
duda, son otros sistemas; no es lo que estamos proponiendo acá. 


Tratando de ingresar en el terreno un poco más espinoso que me plantea la señora senadora 
Payssé —que sé que lo hace con la mejor intención, pero no deja de serlo-, debo decir lo siguiente. 
Cuando yo creé el Consejo Consultivo Asesor del Ministerio Público dispuse que allí tenía que haber un 
delegado del Poder Ejecutivo y otro del Poder Legislativo. Obviamente, no iba a decir quién ni cómo se 
elegía porque sería un atrevimiento de mi parte definir quiénes deberían ser. Lo que hice fue enviar una 
nota al presidente de la república y otra al presidente de la Asamblea General. 


Sin duda que ustedes no están en esa condición. Ustedes pueden definir, por ley, quién y 
cómo se designa, y me parece que eso es lo que deben hacer. Parecería que los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo deberían tener, de alguna manera, un grado de participación en este consejo. En cuanto a 
cómo se elige, me parece que es un criterio que tienen que definir ustedes. No sé si debe ser el 
Ministerio del Interior u otra institución. Eso no lo sé. 


El sistema político va a tener un control sobre esto porque las instrucciones generales van a 
venir acá, tienen que ser públicas. ¿O ustedes creen que si el fiscal de Corte se va de lápiz en una 
instrucción no van a venir corriendo aquí para decirles lo que sucedió en tal lugar? Digo esto porque 
hoy, en el mundo actual, en el mundo de las comunicaciones, en el mundo de la publicidad, se sabe 
todo. Nosotros tenemos como política de transparencia que todos los dictámenes del fiscal de Corte y 
todas las resoluciones de la Fiscalía de Corte se publican en la página web, con excepción de las que 
tienen que ver con los procedimientos disciplinarios. Quiere decir que cualquier ciudadano puede 
ingresar a ella y saber qué se resolvió, sobre qué asunto, cuándo y cómo. Obviamente, en este caso se 
hará de la misma manera. Ese es el control más claro, es la transparencia más clara. 


Con respecto a si tiene que ser asesor o elaborador, me gustaría responder esta consulta sin 
versión taquigráfica. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


-Se habían planteado otros temas relacionados con otros artículos desglosados pero, 
sinceramente, no los recuerdo, pero si me preguntan, con mucho gusto les respondo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Desean hacer referencia a algún artículo en particular o a alguno de los 
artículos incluidos? 


SEÑOR DÍAZ.- Recuerdo uno que tiene que ver con el horario, que estaba desglosado. 


Vuelvo a insistir con respecto a la necesidad de establecer un horario mínimo. Lo que 
sucedió hoy es un ejemplo claro de que no puede quedar a criterio de cada funcionario el horario que 
hace y cuándo lo hace. Considero que debe haber un horario mínimo de presencia. Y cuando digo 
mínimo, pienso que probablemente haya que trabajar más horas de las que indique el horario, pero por 
lo menos que haya un horario mínimo que asegure. Estamos hablando de funcionarios que ocupan 
un lugar alto en lo que respecta a la escala de sueldos —hoy no traje dicha escala, aunque sí lo hice 
en mi comparecencia anterior—, por lo que sus salarios son importantes, sobre todo si se comparan con 
lo que ocurre en nuestro país en este sentido. Por supuesto, todos queremos ganar más; yo también. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sobre ese tema recuerdo haber intercambiado opiniones en esta comisión 
con algunos otros señores senadores. Teniendo en cuenta la jerarquía de los fiscales, me llamaba la 
atención la propuesta de establecer el cumplimiento de un horario por medio de una resolución, cuando 
probablemente por la naturaleza de la tarea se debe trabajar bastante más que ese horario mínimo. 
Algunos de nosotros pensamos que quizás eso esté un poco de más. En lo personal, me interesa 
mencionar el ejemplo de la adscripta; estoy seguro de que si no cumple con su función —lo que se ha 
denunciado y, obviamente, está muy mal- eso se verá reflejado en el resultado de su gestión. Por lo 
tanto, quizás lo mejor sería que se la sancionara por la falta de rendimiento en su trabajo, ya que de lo 
contrario se puede pensar que cumple con su tarea simplemente porque cubre determinadas horas. Va 
de suyo que si alguien con una responsabilidad tan importante no cumple el horario mínimo, eso 
debería verse reflejado en forma negativa en el resultado de su tarea. Recuerdo que compartimos con 
algunos otros señores senadores de esta comisión el sentir que podría ser algo exagerado establecer 
también para el fiscal el cumplimiento de un horario mínimo. Obviamente, aclaro que no pretendemos 
albergar el tipo de situaciones que aquí se denunciaron y que son absolutamente reprobables. 


SEÑORA AYALA.- Con respecto al artículo relativo al cumplimiento de un horario mínimo quiero 
aclarar que en la comisión hay distintas opiniones y no hay problema en decirlo. En lo personal, no me 
molesta establecer un horario porque eso es lo que se aplica a cualquier funcionario público y en el 
caso particular de los fiscales, entiendo que si tiene alguna tarea fuera de la Fiscalía, lo podrá informar 
por medio de un acta o de alguna otra forma, explicando por qué no se encuentra en su lugar de 
trabajo. 


Por otro lado, el artículo 52, que habla de las incompatibilidades, establece que el cargo de 
fiscal es incompatible con cualquier función pública honoraria. Me gustaría escuchar alguna explicación 
con respecto a esto y a todo este artículo. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Una de mis preguntas se vinculaba al artículo 52, así que considero que está 
planteada. 


El otro tema que está en reflexión —por decirlo de alguna manera-— es el párrafo final del 
artículo 48 que establece que en ningún caso podrán ingresar a la Fiscalía General de la Nación 
personas que hubieran sido condenadas por delitos dolosos perseguibles mediante acción pública. 
Aquí hay todo un debate, pues tenemos el informe del doctor Risso que plantea otra cosa y tenemos, 
también, la lógica de pensar que es una actividad particularmente especial. Incluso, en la comisión se 
llegó a plantear que aquí los plazos de prescripción son otros. En fin, es una duda para consultarle 
nuevamente. Si leyó la versión taquigráfica, interpretará el porqué de esta pregunta. 


Por otro lado, el artículo 56 tiene que ver con la licencia anual reglamentaria. ¿Qué se 
entiende por licencia anual reglamentaria en el caso de los fiscales? ¿Es la licencia como se entiende 
en general o tiene que ver con la licencia que se toman durante la feria? Hago la pregunta porque si no 
lo tenemos claro y lo planteamos de esa forma, podríamos estar generando un conflicto. Por supuesto 
que el tema del artículo 52 va unido al numeral dos del artículo 63 que dice: «Asistir diariamente a su 
despacho y cumplir el horario mínimo de labor que establezca la reglamentación». El horario mínimo 
de labor no se debe cumplir necesariamente dentro del despacho; sin embargo el numeral dos 
desglosado habla de asistir diariamente a su despecho y cumplir el horario mínimo de labor. Podría 
interpretarse que el horario de labor tiene que ver con la presencia en el despacho. Quiero saber el 
significado; entiendo el planteo del fiscal respecto al caso del interior, pero esto está en dos artículos y 
debemos conjugarlo bien. 


En el literal b) del artículo 68 hay una vinculación a este tema cuando dice: «Faltar al trabajo 
sin aviso ni causa justificada o incumplir el horario mínimo de labor que establezca la reglamentación». 
Es decir que volvemos al mismo tema: el horario de labor. Hay como tres artículos que tienen alguna 
conexión. Por eso le pido una aclaración u observación sobre estos puntos. 


SEÑOR SILVEIRA.- En general, las senadoras han planteado las interrogantes que tenía, aunque 
queda una cuestión pendiente. No estoy seguro de si se había llegado a alguna conclusión, pero en el 
artículo 74, relacionado con la sustitución o remoción, también había distintos puntos de vista, por lo 
menos respecto al quórum requerido, en tanto quedaría uno para la designación y otro para la 
destitución. 


SEÑORA AYALA.- El artículo 52 habla de las incompatibilidades, y mi pregunta es la siguiente: ¿por 
qué para el ejercicio de las funciones compatibles se requiere comunicación a la Fiscalía General de la 
Nación? 


Por otro lado, el artículo 69 refiere al tema de las faltas y establece cuáles se consideran 
faltas graves y demás. Me gustaría que se explicara un poco qué se entiende por error inexcusable y 
si se lo considera falta grave o muy grave. 


En realidad, sería muy bueno escuchar una explicación o una opinión general sobre los dos 
artículos: el 52 y el 69. 


SEÑOR DÍAZ.- Voy a empezar por la última pregunta, sobre el error inexcusable. Se trata de un 
concepto jurídico de elaboración doctrinaria que se ha incorporado en algunas legislaciones e incluso 
existe en nuestro ordenamiento jurídico, en el Código General del Proceso. Dice que los jueces serán 
responsables por sentenciar con error inexcusable. O sea no es una construcción jurídica ajena. No 
tanto en Uruguay, pero sí a nivel internacional hay ríos de tinta explicando en qué consiste el error 
inexcusable. Es aquel error grosero que no admite ningún tipo de excusa. A modo de ejemplo, puedo 
mencionar que en el caso de Rivera sostuve que el fiscal había actuado con un error inexcusable, 
porque siendo un caso claro de violación, había argumentado que no había incesto debido a que no 
había alarma pública. Ese es un error absolutamente inexcusable, que no admite ningún tipo de 
justificación. 


A su vez, ustedes acaban de aprobar la ley que eleva la pena de abigeato y establece una 
pena mínima de penitenciaría. Sin embargo, tenemos una intervención en una Fiscalía del interior del 
país en la que se pide el procesamiento sin prisión por un delito de abigeato agravado. Todavía 
estamos esperando la probable justificación —hay una investigación administrativa en curso— pero, en 
principio, dado que en el propio dictamen se hace referencia a la figura agravada del abigeato y hay 
una referencia a una ley derogada, parece ser un error inexcusable, grosero. De todas maneras, 
vamos a esperar las explicaciones. 


También recuerdo un caso por difamación e injuria de un funcionario público en el que una 
fiscal nacional presentó un recurso de casación pero se ignoraba toda la teoría de la real malicia y se 
aplicaba una ley derogada. Incluso, yo desistí del recurso de casación presentado por la fiscal -que es 
una facultad que tiene el fiscal de corte—, porque entendía que había actuado con error inexcusable. 
Menciono estos tres ejemplos, pero hay muchos. 


En definitiva, es aquel error grosero que no admite discusión. Es un concepto que está 
absolutamente definido a nivel administrativo e internacional, que no admite mayores discusiones y 
que, de hecho, está incorporado en el CGP para los jueces. Obviamente, es un puesto de 
responsabilidad. El CGP establece que los jueces son responsables por sentenciar con error 
inexcusable y por eso los fiscales hoy somos responsables por dictaminar con error inexcusable, 
porque la ley orgánica del ministerio público vigente se remite a los supuestos de responsabilidad de 
los jueces, es decir que es por remisión. Acá se establece expresamente. Por tanto, en realidad, en 
este caso no hay cambios con respecto al régimen actual. 


¿Qué sucede si el error inexcusable es una falta grave o muy grave? Diría que depende del 
tamaño del error y de la cantidad de veces que se cometa; es una cuestión de valoración. Una serie 
sucesiva de errores inexcusables, evidentemente, convierte a la persona en inepta para el ejercicio del 
cargo. Ahora bien, si se trata de un error inexcusable que no cause demasiado daño, parecería un 
poco exagerado considerarlo como falta muy grave que pueda ser causal de destitución. Por eso es 
que se hace ese juego: si hay muchos errores inexcusables o un error inexcusable gravísimo que 
causó un daño tremendo, podríamos estar hablando de un funcionario que no estaría apto para el 
ejercicio de su función. Básicamente, esa sería la explicación, pero no cabe la menor duda de eso, 
porque ya hoy en día, en el régimen vigente, por remisión, el error inexcusable es causal de 
responsabilidad en los fiscales, al igual que para los jueces. O sea que acá no hay nada nuevo bajo el 
sol. 


Leí por ahí que alguien se oponía a la inclusión del error inexcusable como causal de 
responsabilidad, pero, en realidad, sería un retroceso tremendo al régimen que existe hoy. 


Voy a tratar de seguir el orden de los artículos. 


El artículo 74 refiere al régimen de destitución. Obviamente, el procedimiento de designación 
de los fiscales está previsto en la Constitución de la República, concretamente, en el artículo 168, 
numeral 13). Incluso, la Suprema Corte de Justicia, en una sentencia reciente —por la que se declara 
constitucional la ley de creación de la Fiscalía General de la Nación—, determinó que ese artículo 
únicamente regula una atribución de competencia. Se establece que los fiscales son designados por el 
Poder Ejecutivo, con venia del Senado o la Comisión Permanente, por tres quintos de votos. Esto se 


aplica también para el fiscal de corte, porque el artículo habla del fiscal de corte y los demás fiscales 
letrados. 


La ley de creación de la Fiscalía General de la Nación estableció que la destitución de los 
fiscales debe realizarla el Poder Ejecutivo, con venia del Senado, otorgada por la misma mayoría que 
para la designación, en caso de omisión, ineptitud o delito. Eso no es ni más ni menos que plasmar en 
la ley los principios constitucionales que regula y el principio de igualdad de las formas. Es decir, en el 
campo del derecho administrativo hay un principio general que establece que para designar a un 
funcionario debe exigirse el mismo procedimiento que para destituirlo. Lo que no estaba claro —se 
discutió en esta misma sala cuando nos referimos a la ley de la Fiscalía General de la Nación era cuál 
era el quórum necesario para destituir al fiscal de corte. Alguien interpretaba que ya estaba implícito en 
aquel artículo de creación de la Fiscalía General de la Nación y ahora en esta ley se incluye 
expresamente que para destituir al fiscal de corte se requiere el mismo quórum que para su 
designación, al igual que los demás fiscales. Entonces, creo que en este aspecto no habría mayores 
problemas. 


Me voy a referir al artículo 68, literal b), relacionado con los artículos 63 y 48. Respecto al 
numeral 2) del artículo 63, ya hoy el artículo 33 del Decreto Ley n.” 15365, en la redacción dada por la 
ley de rendición de cuentas del año 2012 —fue algo que nosotros impulsamos—, establece la obligación 
de asistir diariamente a su despacho y a todas las audiencias y actos a los que fueran convocados. Acá 
simplemente se agrega el cumplimiento de un horario mínimo y, en ese sentido, sostenemos que tal 
exigencia no atenta contra la jerarquía de nadie. Es más, si estamos reclamando esto, señor 
presidente, es por algo. La verdad es que tenemos cierto grado de dificultad en la permanencia y el 
cumplimiento de horarios mínimos. La nota de hoy es un ejemplo. Y aprovecho para contestar, también 
ya lo hicimos por escrito—, un pedido de informes realizado por el señor senador Bordaberry a raíz de 
una duda respecto a cuál era el fundamento jurídico en que nos basábamos para aplicar una sanción a 
una fiscal por no asistir a su despacho. Hoy es el artículo 33 del decreto ley 15365; y ahora es este. 
Además, en ese caso, el grado de dificultad era que se dejaban las ventanas abiertas y la luz prendida 
para simular su presencia en el despacho. Y podríamos contar algunas anécdotas más. Por suerte, no 
es un problema generalizado, pero tenemos dificultades y por eso hablamos de un horario mínimo que, 
incluso, podría fijarlo el Parlamento si entendiera que es un exceso que lo haga el fiscal de corte. Pero 
lo cierto es que debemos manejarnos en base a criterios de razonabilidad, que es lo que hoy en la 
práctica no está funcionando y por esa razón estamos haciendo este reclamo. Si no se asiste 
diariamente a los despachos, es una falta; si se establece un horario mínimo y no se cumple, también 
es una falta. Por suerte, actualmente, los medios tecnológicos permiten controlar esta situación, ya sea 
a través del reloj, a través de la computadora —porque cuando se llega al trabajo uno se «loguea» en la 
computadora—, de una tablet con GPS, etcétera. La idea no es hacer una caza de brujas, sino 
simplemente evitar los casos de excesos y abusos. Nos consta que la mayoría de los fiscales trabajan 
muchas horas. En esta delegación que me acompaña hay gente que trabaja ocho, nueve, diez o más 
horas por día. Entonces, que no se tome esto como una afrenta; no le hace mal a nadie ni implica una 
afrenta personal el hecho de tener que cumplir con un horario mínimo. Por ejemplo, ahora que 
establecemos el mecanismo de control de asistencia y los fiscales marcan asistencia, cuando están de 
turno, como no hay un reloj de la Fiscalía en la dependencia del Poder Judicial, no se controla, porque 
no vamos a exigirle que vaya a la Fiscalía para marcar. Es decir, siempre hemos manejado esta 
situación con un criterio de razonabilidad. Pero, obviamente, si hay una obligación que no se cumple, 
tiene que haber responsabilidad porque de lo contrario hay impunidad. 


Respecto al artículo 56 que refiere a las licencias, cuando concurrí al Parlamento dije 
claramente —y lo reitero— cuál era el régimen de licencia que tenemos los fiscales: es exactamente el 
mismo que tienen los jueces, es decir, tantos días de licencia como ferias trabajadas. La feria judicial 
mayor empieza el 25 de diciembre y termina el 31 de enero, es decir, son 38 días, y la feria judicial 
menor empieza el 1.* de julio y termina el 15, es decir, son 15 días. 38 más 15 son 53 días de licencia 
al año. Ese es el régimen actual y, obviamente, no puede haber una ley que modifique ese régimen, 
porque estaría, de alguna forma, modificando un derecho adquirido. En todo caso, si se piensa hacer, 
debería hacerse para el futuro y no para los que hoy son funcionarios. 


Si la palabra «reglamentaria» molesta, se puede sacar. El tema es que para nosotros la 
licencia reglamentaria es la que le corresponde al fiscal, que obviamente la debe usufructuar en los 
períodos de receso de los tribunales, que es lo que establece la ley vigente —aclaro que hablo de la ley 


de los jueces, porque los fiscales ni siquiera tenemos una ley que diga qué licencia tenemos, sino que 
es por remisión—, y cuando deba prestar funciones en dichos períodos, gozará de la licencia 
equivalente a los días corridos trabajados con posterioridad. Pusimos «corridos» porque existía una 
práctica por la cual durante mucho tiempo los días de licencia se generaban por días corridos y se 
usufructuaban por días hábiles. Entonces, esos 53 días corridos se transformaban en 60 y pico o más. 
Nosotros cortamos con esa práctica y dispusimos que se generan como corridos y se gozan como 
corridos, lo cual nos generó alguna discusión con algunos integrantes de la Fiscalía. Pero es a 
rajatabla. 


Insisto en que nosotros entendemos que la licencia anual reglamentaria no son los 20 días, 
porque no es el régimen que hoy existe. Y no estamos proponiendo reducir la licencia para los que 
entran, que sería una posibilidad; para los que están no se puede cambiar, porque estaríamos 
afectando un derecho adquirido. 


En cuanto al artículo 48, habla de los delitos dolosos perseguibles mediante acción pública, 
es decir que estamos dejando afuera los delitos culposos y los delitos dolosos perseguibles a instancia 
de parte. Y es cierto que no hay sanciones perpetuas, pero esto no es una sanción. Creo que esto ha 
sido interpretado como una sanción cuando, en definitiva, se trata simplemente de establecer un 
requisito para acceder a un determinado trabajo, que es algo totalmente distinto. Sanción perpetua 
sería si se dijera que una persona que tiene antecedentes penales no puede entrar a ningún organismo 
del Estado. Pero aquí estamos hablando de un organismo del Estado en particular y de un escalafón 
que tiene ni más ni menos que la función de ser el organismo de persecución penal. Entonces, puedo 
estar equivocado, pero una persona que tenga un antecedente penal por un delito doloso, en mi 
opinión, mañana no puede ser fiscal. Insisto en que es una opinión personal; los señores senadores 
sabrán evaluar qué es lo que corresponde. Pero no se interpreta como una sanción, porque no se 
establece que quien tenga un antecedente penal por un delito doloso no puede trabajar más o no 
puede ingresar a la función pública, sino que se trata de un requisito que se exige para un cargo. 
Incluso estas personas podrían trabajar en la Fiscalía, pero no como fiscales. 


El artículo 52, sobre el tema de las incompatibilidades, aborda un problema importante. 
Ahora se agregó una referencia a la actividad agropecuaria, porque tuvimos un caso sobre el que 
incluso tuvimos que hacer un estudio. Concretamente, había una persona que tenía un establecimiento 
rural y sostenía que no estaba inhibida de seguir explotando su establecimiento rural a su nombre 
porque se hablaba de actividades industriales y comerciales y, según el Código de Comercio, criar 
ganado no era una actividad comercial. En definitiva, se agregó la palabra «agropecuarias» y se 
estableció que, obviamente, es incompatible con otra función pública o privada retribuida, salvo el 
ejercicio de la docencia en enseñanza superior en materia jurídica. Esto es lo mismo que para los 
jueces. 


En cuanto a la función pública honoraria, es un tema que puede ser discutido. 


La pregunta que surge ante esto es a qué funciones públicas honorarias nos estaríamos refiriendo. 
Aclaro que no estamos hablando de la vida privada, porque en ese caso he sostenido que la vida 
privada de las personas está exenta de la autoridad de los magistrados y la de los fiscales también lo 
está, salvo que incida en el funcionamiento público o en el ejercicio de su función. Pero lo de dirigente 
de un club deportivo —tal vez esto sea una cuestión subjetiva—, en lo personal, preferiría que no fuera 
así, y lo digo con franqueza. De todos modos, entiendo que es un tema discutible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el argumento de esto? Básicamente, quienes somos del interior 
sabemos que es bastante común participar de actividades benéficas o sociales. 


SEÑOR DÍAZ.- Estamos hablando de función pública y no de actividad privada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por ejemplo, participar de la comisión que ayuda al desempeño del club de 
baby fútbol donde juega el hijo de un fiscal, ¿en qué puede ser perjudicial para el buen desempeño de 
la función del fiscal? 


SEÑOR DÍAZ.- Déjeme ver. Creo que estaba leyendo un texto que no es el último que manejamos en 
la comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 52. 
(Se lee). 


«Artículo 52. (Incompatibilidades).- Los cargos de fiscal son incompatibles con el ejercicio 
profesional, remunerado o no, con el desarrollo de actividades industriales, comerciales o 
agropecuarias y con el desempeño de toda otra función pública o privada retribuida, salvo el ejercicio 
de la docencia en la enseñanza superior en materia jurídica. 


También son incompatibles con cualquier función pública o privada honoraria, excepto 
aquellas especialmente conexas con el ejercicio del cargo de fiscal. 


Cesa la incompatibilidad del ejercicio profesional cuando se trate de asuntos propios o de su 
cónyuge o concubina, parientes consanguíneos en línea recta y colateral hasta segundo grado y por 
los de personas bajo su representación legal. 


Para el ejercicio de las funciones compatibles se requiere comunicación a la Fiscalía General 
de la Nación.» 


—Sobre ese artículo se interpretaba que también alcanzaba a lo privado, como en el caso del 
ejemplo que mencionamos del baby fútbol. 


SEÑOR DÍAZ.- Creo que eso es exagerado. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Nosotros habíamos acordado que era excesivo lo privado y prácticamente había 
consenso en eliminar esa parte. Sin embargo, como el artículo se desglosó en su totalidad, estamos 
con el texto original y, por lo tanto, lo estamos consultando sobre ese texto. 


SEÑOR DÍAZ.- Comparto la observación de la señora senadora. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Lo que tenemos desglosado es lo original y oportunamente se introducirán los 
cambios que se consideren pertinentes. 


Acá pusimos varios ejemplos y tal vez estos generan algún tipo de confusión. Lo privado lo 
eliminamos, así que no es necesario discutir sobre ese aspecto. Ahora bien, ¿qué se entendería por 
función pública honoraria? Esto nos generaba algún tipo de intercambio y nos llevaba a preguntarnos 
por qué la incompatibilidad de una función pública. La idea es ver si esto nos ayuda a que nuestra 
forma de razonar sea más completa. 


SEÑORA AYALA.- La señora senadora Payssé fue muy clara en su pregunta; por mi parte, 
simplemente aclaro que mi pregunta original apuntaba al tema de la función pública honoraria. En 
realidad, no mencioné la privada por todo lo que ya habíamos hablado en la comisión. 


SEÑOR DÍAZ.- Acá lo que se procura es que los fiscales sean full time, que tengan un cargo de 
dedicación total. Obviamente, dentro de la vida privada de las personas se puede dar el ejemplo que 
se ponía del club deportivo. Ahora bien, una función pública honoraria podría ser que una persona 
pudiera dar clases de forma gratuita y dedicarse sistemáticamente a eso pero, en principio, la idea es 
que el fiscal tenga una dedicación total al cargo, con una disponibilidad total. Es un estatuto muy 
especial porque son funcionarios que tienen un régimen de incompatibilidad muy fuerte a los efectos de 
evitar el ejercicio de otras tareas que pudieran ser más vocacionales y que distrajeran el ejercicio de su 
propia función. En ese sentido pensamos que el eximente para la función pública honoraria no sería 
una exageración. De todos modos, entiendo y comparto que puedan ser temas discutibles. Quizás 


hicimos una trasposición de normas de los jueces a la actividad de los fiscales y, probablemente, eso 
tenga que ser revisado. No hacemos cuestión de fondo sobre este punto, aunque en principio 
preferiríamos que no. 


SEÑORA AYALA.- Con respecto al artículo 52 quisiera hacer una consulta. Pregunto si puede haber 
alguna duda respecto de la constitucionalidad de no establecerse un plazo. Lo consulto porque es un 
argumento que se manejó en comisión. 


SEÑOR DÍAZ.- Ese es el artículo 48. 


El último inciso —no recuerdo exactamente quién preguntó por qué había que comunicar a la 
fiscalía cuando se ejercían funciones compatibles— se establece a los efectos de que la jerarquía tenga 
conocimiento de que esa situación se está dando. De hecho, cuando los jueces desarrollan ese tipo de 
funciones tienen que comunicarle a la Suprema Corte de Justicia. Es más, le piden autorización 
previa a la Suprema Corte de Justicia para desarrollar ese tipo de tareas. 


En el caso de los fiscales, con la ley vigente que quedó desacompasada con la creación de 
servicios descentralizados, se debe pedir autorización al Ministerio de Educación y Cultura para ejercer 
la docencia. 


Siempre se entendió que era un cargo full time, con dedicación total y que para desarrollar 
aún aquella tarea incompatible se requería la autorización del jerarca. En este proyecto de ley se 
sustituyó la autorización por la comunicación, a los efectos informativos. 


Ahora me voy a referir al tema de la sanción perpetua. El artículo 79 de la Ley n.* 15750, Ley 
orgánica de la judicatura y de organización de los tribunales, dice: «Sin perjuicio de los requisitos 
especiales que se establecen respecto a cada Tribunal, para ingresar a la Judicatura se requiere:» Y al 
final del numeral 3. se dice: «Tampoco pueden ser nombrados Jueces los que estén procesados 
criminalmente por delito que dé lugar a acción pública.» Fíjense que se habla de «procesados» y no de 
«condenados» 


Hasta donde sé esta norma nunca fue objetada por inconstitucionalidad. Además, no es una 
sanción perpetua, sino un requisito para ingresar a un cargo. Visto desde ese punto de vista es 
sustancialmente distinto. Además, es para ese cargo, un cargo específico que requiere cierto grado de 
equilibrio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solo resta agradecer al fiscal de Corte y a su equipo asesor por su 
comparecencia y por las respuestas dadas. 


SEÑOR DÍAZ.- Les agradecemos a ustedes y quedamos a las órdenes. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Son las 16:10). 
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